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Encontrándose el presente asunto al despacho para resolver lo 
pertinente, acorde con la solicitud de impulso procesal, se advierte que 
la auxiliar designada para elaborar la experticia correspondiente a 
determinar el valor de la franja objeto de expropiación 1 , parte 
demandada en este litigio. 
 
Revisado el avalúo presentado por la perita del IGAC, el cual se realizó 
por un total de $3.188.142.591.210, avalúo que estimando no solo la 
solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus 
fundamentos, así como la idoneidad de la perita, además de las pruebas 
que obran en el proceso; se tendrá en cuenta para ordenar el pago a la 
parte actora, habida consideración que se encuentra plenamente 
individualizado el inmueble objeto del trámite de expropiación, y que la 
entidad demandante, esto es, la Agencia Nacional de Infraestructura, 
tiene la facultad para adelantar el trámite administrativo ordenado por 
nuestra legislación positiva, de conformidad con el artículo 59 de la Ley 
388 de 1997, canon legal que establece: 
 
"Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las 
entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de 
municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la 
expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas en 
el artículo 10 de la Ley 9ª de 1989. Los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de 
economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional, 
departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus 
propios estatutos para desarrollar alguna o algunas de las actividades 
previstas en el artículo 10 de dicha ley, también podrán adquirir o 
decretarla expropiación de inmuebles para el desarrollo de dichas 
actividades". 
 
El artículo 58 de la C.P. establece que se “garantizan la propiedad 
privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes 
civiles…”, dispone que “…cuando de la aplicación de una ley expedida 
por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto 
los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el 
interés privado deberá cede al interés público o social”; se podrá 
                                                           
1 Predio denominado “PISISMBALA” CESULA CATASTRAL 000100020359000 fi 157-1118 AREA REQUERIDA 
DE 29.601.11M2 



expropiar por mandato constitucional y por motivos de utilidad pública o 
de interés social, mediante sentencia judicial e indemnización previa, 
bienes privados en los casos que determine el legislador. 
 
Indemnización que en los términos de la Corte Constitucional en su 
sentencia C-227 del 30 de marzo de 2011, tiene la finalidad de reparar 
al expropiado o compensar al mismo, con el fin de equilibrar el daño 
sufrido por la expropiación y de que se le permita al propietario adquirir 
otro bien si así lo desea, debe ser justa, es decir, debe ser fijada 
teniendo en cuenta los intereses de la comunidad y del afectado. 
 
De manera que, como en el análisis que se hace no se puede 
desconocer lo que estableció la Corte Constitucional en sentencia C-
750 de 2015, respecto a los parámetros a tener en cuenta para el cálculo 
de la indemnización con perjuicios causados con posterioridad a la 
oferta de compra, a que para la fijación de la indemnización, el cálculo 
no se hacía de manera abstracta y general, sino de conformidad con las 
circunstancias de cada caso, en cuanto a que “las leyes no pueden 
convertirse en una barrera para que las autoridades expropiadoras 
(administración y jueces) puedan sopesar los intereses en juego y 
asignar una indemnización justa al particular que cedió su derecho de 
dominio”. 
 
Y, a que “el legislador tiene vedado impedir que los jueces y la 
administración efectúen ese análisis y protejan los derechos 
fundamentales afectados”, pues no obstante que el legislador tiene una 
amplia libertad de configuración en materia expropiatoria, “esa 
competencia no puede vaciar el marco de acción que tiene el juez y la 
administración para fijar una indemnización que atienda las 
circunstancias de cada caso, así como los intereses en tensión”.  
 
Así las cosas, en esta instancia, el Despacho indexará los 
$3.188.142.432.24 sobre los que se estimó el avalúo que se realizó para 
el 25 de mayo de 2012, fecha en que la perito estableció el precio, valor 
que perdería vigencia, teniendo en cuenta que, tal como lo señaló la 
auxiliar en su experticia, la suma fue para el año 2012, momento en el 
cual se hizo la oferta de compra, hasta la data en que se hizo la entrega 
anticipada del bien, que según consta en el acta de la diligencia acaeció 
el 26 de febrero de 2014 (Fls . pdf 011). Cálculo que resultó en el valor 
de $3.302.679.096.77 
 
De lo antes expuesto, en la jurisprudencia citada, no se avaló que todas 
las indemnizaciones producto de la expropiación de bienes productivos 
deben ser plenas y reconocer los daños -lucro cesante y daño 
emergente- de manera ilimitada, en cuanto a que como se estableció 
en esa oportunidad “eso sería promover un enriquecimiento sin causa a 
favor de los particulares y afectar las finanzas del Estado”. 
 
No debe perderse de vista que la máxima Corporación constitucional, sí 
defendió la labor que tiene el juez al tasar un resarcimiento en esos 
juicios, no solo porque dicha tarea “comprende la ponderación de los 



derechos e intereses en conflicto, las circunstancias del caso y la 
aplicación del principio de proporcionalidad, así como de razonabilidad”. 
 
De manera que, el hecho de que la ley establezca que la cuantificación 
de la indemnización corresponderá con el momento de la oferta de 
compra -independientemente que la tasación se efectué en la etapa de 
expropiación-, no impide que las autoridades ponderen los intereses de 
la comunidad y del afectado. 
 
Ahora bien, como quiera que la ANI consignó título de depósito judicial 
a órdenes del juzgado y para el proceso por valor de $2.858.442.024.24 
en aras de que se realizara la entrega anticipada, no obstante haber 
señalado que dicha suma fue la pactada en contrato de promesa de 
compraventa, la misma fue consignada, por lo tanto, se dispondrá su 
entrega y el saldo, se ordenará pagar en un tiempo prudencial  
 

 
 

En consecuencia, y dado que en el sub judice se dan los presupuestos 
fácticos y jurídicos para acceder a la indemnización deprecada por el 
extremo demandado en los términos aquí señalados, por lo que se 
dispone:  
 
PRIMERO: ORDENAR el pago de la indemnización a la sociedad 
demandada INVERSIONES CRISCO EN LIQUIDACIÓN, por concepto 
del pago de la franja de terreno objeto de expropiación correspondiente 
al folio de matrícula inmobiliaria No 157-11138 de la ORIPP de 
Fusagasugá de la indemnización tasada en el valor de 
$3.302.679.096.77, suma debidamente indexada, conforme lo anotado 
en precedencia.  
 
SEGUNDO ORDENAR el pago del título de depósito judicial No 
487080561 de fecha 13/02/2014 que se encuentra a órdenes de este 
juzgado y para este proceso por valor de $2.585.442.042.24. 
 
TERCERO: El excedente es decir la suma de $329.700.407.oo, deberán 
ser pagados por la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI- a la 
demandada INVERSIONES CRISCO EN LIQUIDACIÓN, en el término 



máximo de veinte (20) días hábiles contados a partir de la notificación 
por estado de este proveído y de ello allegará la correspondiente 
constancia. 
 
CUARTO: ORDENAR la reactivación del título de depósito judicial 
487080561- JUZ 002 CIVIL DEL CIRCUITO DE FUSAGASUGÁ 
consignado por la ANI identificada con NIT. 8301259969 a favor de la  
sociedad INVERSIONES CRISCO S.A.S, identificada con el NIT No 
860032526-1 Dirección Seccional Cundinamarca, de conformidad con 
lo considerado en precedencia y con el Acuerdo PCSJA21-11731 de 
2021 por no cumplir los requisitos de que trata el Artículo 192 A de la 
Ley 270 de 1996 modificado por el artículo 4º de la Ley 1743 de 
2014,para ser prescrito por condición especial y, como consecuencia de 
ello por secretaría y a través del medio más expedito, se notifique a la 
Unidad de Presupuesto -Grupo de Fondos Especiales de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, el presente proveído. 
 
QUINTO: Por la secretaría expídase copia de la sentencia con 
constancia de ejecutoria y de este auto, para efectos de la inscripción 
de la sentencia expedida por esta agencia judicial, el pasado 30 de 
mayo de 2014 en el folio de matrícula inmobiliaria No 157-11138 de la 
ORIPP de Fusagasugá. Una vez inscrita la demandante deberá llegar 
al juzgado copia del folio con la anotación relativa a la inscripción de la 
sentencia.  
 
SEXTO: Cumplido lo anterior Archívese el presente asunto, dado el 
cumplimiento de la sentencia.   

 
Notifíquese. 

 
 
 
 
 
 

 
 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO  
JUEZ 

 
 

Auto notificado en el estado electrónico del 29/09/2023 
 


